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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE PROPONE LA 
EXPEDICIÓN DE LA LEY DEL SEGURO EDUCATIVO DE INSTITUCIONES 
PÚBLICAS Y PRIVADAS PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, CON EL 
PROPÓSITO DE QUE LOS ALUMNOS INSCRITOS EN INSTITUCIONES 
PÚBLICAS Y PRIVADAS, EN EL CASO DE QUEDAR SIN SUSTENTO 
EDUCATIVO DE QUIENES SE HAGAN CARGO DE SU EDUCACIÓN BÁSICA Y 
MEDIA SUPERIOR, RECIBAN PENSIÓN Y EXENCIÓN DE PAGO DE 
INSCRIPCIONES Y  COLEGIATURAS, RESPECTIVAMENTE, PARA HACER 
VÁLIDO EL DERECHO FUNDAMENTAL Y ASEGURAR LA EDUCACIÓN DE LA 
NIÑEZ. 
 
C. DIPUTADA MIRIAN REYES CARMONA. 
PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA 
DE LA LXVI LEGISLATURA DEL ESTADO 
DE GUANAJUATO. 
P R E S E N T E. 
 
ALEJANDRO ARÍAS ÁVILA proponente y quienes suscriben Diputadas integrantes 
de la LXV Legislatura del H. Congreso del Estado de Guanajuato y del Grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo 
dispuesto en la fracción II del artículo 56 de la Constitución Política para el Estado de 
Guanajuato, así como en el artículo 167, fracción II de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de Guanajuato, someto a consideración del Pleno para su 
aprobación, la iniciativa, por la que se propone la EXPEDICIÓN DE LA LEY DEL 
SEGURO EDUCATIVO DE INSTITUCIONES PÚBLICAS Y PRIVADAS PARA EL 
ESTADO DE GUANAJUATO, CON EL PROPÓSITO DE QUE LOS ALUMNOS 
INSCRITOS EN INSTITUCIONES PÚBLICAS Y PRIVADAS, EN EL CASO DE 
QUEDAR SIN SUSTENTO EDUCATIVO DE QUIENES SE HAGAN CARGO DE 
SU EDUCACIÓN BÁSICA Y MEDIA SUPERIOR, RECIBAN PENSIÓN Y 
EXENCIÓN DE PAGO DE INSCRIPCIONES Y  COLEGIATURAS, 
RESPECTIVAMENTE, PARA HACER VÁLIDO EL DERECHO FUNDAMENTAL Y 
ASEGURAR LA EDUCACIÓN DE LA NIÑEZ, conforme a la siguiente: 
 
    EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
 
PROBLEMA: 
El derecho fundamental a la educación conforme a lo establecido por el 
artículo 3 primer párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos al señalar en forma expresa: 
 
 
 
 



 

2 
 

“Artículo 3o. Toda persona tiene derecho a la educación. El Estado -
Federación, Estados, Ciudad de México y Municipios- impartirá y garantizará 
la educación inicial, preescolar, primaria, secundaria, media superior y 
superior. La educación inicial, preescolar, primaria y secundaria conforman la 
educación básica; ésta y la media superior serán obligatorias, la educación 
superior lo será en términos de la fracción X del presente artículo. La 
educación inicial es un derecho de la niñez y será responsabilidad del Estado 
concientizar sobre su importancia…” 
 
Sin embargo, la realidad es distinta al texto constitucional cuando se trata de 
la niñez que queda, cualquiera que se la circunstancia, en forma natural, 
accidental, por acción del crimen organizado, etc., en la orfandad y sin la 
persona que solventa los gastos de educación, teniendo en estos casos que 
abandonar la escuela y procediendo a buscar nuevas formas de ingresos para 
el sostenimiento del hogar. Lo que no necesariamente en es actividades de 
indigencia, vagancia, drogadicción, sino que se pone en un estado de 
verdadero peligro de ser captados los menores en este estado de necesidad 
apremiante por la delincuencia, en donde les ofrecen pagos para el 
sostenimiento de su familia a cambio de servir de halcones o incluso 
convertirse en sicarios. 
 
La inseguridad que priva en México y en el estado obliga a que se tomen 
acciones legislativas que coadyuven a prevenir que los menores abandonen 
las escuelas por quedar sin sostén económico y ser un elemento atractivo de 
los delincuentes para ser captados en las diversas organizaciones criminales. 
 
En tal orden de pensamiento, una de las acciones que se consideran urgentes 
es la implementación de la Ley del Seguro Educativo de Instituciones 
Públicas y Privadas para el Estado de Guanajuato, con el propósito de que 
los alumnos de educación básica en instituciones públicas y privadas, en el 
caso de quedar huérfanos de quienes se hagan cargo de su educación, 
reciban pensión mensual, en el primer caso, y exención de pago de 
inscripciones y colegiaturas, respectivamente,  en el segundo caso, para hacer 
verdaderamente válido el derecho fundamental a la educación de la niñez. 
 
Lo anterior, también se considera como un mecanismo alentador para que 
quienes carecen de recursos económicos o se quedan sin el sostén educativo, 
reciban dicha pensión y así remediar la deserción escolar que tiene un nivel 
alto en el estado de Guanajuato1. 
 
 

 
1 En Guanajuato, el abandono escolar en educación básica (primaria y secundaria) ha mostrado una tendencia 
a la baja en los últimos años. En el ciclo escolar 2022-2023, la tasa de abandono en primaria fue del 0.3%, 
mientras que en secundaria fue del 1.65%. Sin embargo, es importante destacar que este indicador puede variar 
entre diferentes tipos de instituciones y zonas.  
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La presente iniciativa se sustenta en la ley similar que existe en la Ciudad de 
México, sobre este tema, donde ha tenido aceptación importante y a través de 
la misma se ha logrado disminuir la tasa de deserción escolar, cuando menos 
por las causas que motivan la presente iniciativa. 
 
Por lo que a continuación se exponen las justificaciones sobre el derecho 
fundamental a la educación básica y media superior, 
 
DERECHO HUMANO A LA EDUCACIÓN:2 
El derecho a la educación desde una perspectiva transversal. 
La educación como derecho es mucho más que la posibilidad de la persona 
de tener cierto nivel de instrucción. De los derechos reconocidos en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH), el derecho a la 
educación es el único al que se le otorga una finalidad. 
 
Es así como la segunda parte del artículo 26 expresa: 
“2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad 
humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las 
libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la 
amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos, y 
promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el 
mantenimiento de la paz.” 
 
La DUDH no nos dice para qué debemos trabajar, vestirnos, alimentarnos, 
expresarnos, participar, asociarnos, contraer matrimonio o vivir; sin embargo, 
le otorga a la educación una finalidad, la cual consiste, nada menos que en el 
pleno desarrollo de la personalidad, el respeto a los derechos humanos y las 
libertades fundamentales. 
 
Si bien todos los derechos son indivisibles e interdependientes, la 
identificación de ciertos objetivos como parte integral del derecho a la 
educación lo convierte en un derecho que, más allá de su contenido 
específico, tiene importantes implicaciones para el disfrute de los demás 
derechos.   
 
Resulta difícil imaginar a una persona capaz de ejercer a conciencia su 
derecho al voto, o a expresar sus opiniones, o a defenderse de acciones que 
amenacen su vida, libertad personal o integridad física sin una base educativa. 
 
Asimismo, es impensable que alguien sea capaz de proteger su salud, su 
hábitat o su puesto de trabajo sin cierta formación que le permita protegerse 
de posibles amenazas.  
 

 
2 Revista IIDH [Vol. 52. Consultable en:  Revista-IIDH-52 baja.pdf 

https://www.corteidh.or.cr/tablas/r25566.pdf
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Es evidente, entonces, que el derecho a la educación permea de manera 
transversal todos los derechos humanos y su ejercicio supone una elevación 
en la calidad del disfrute de éstos. 
 
El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC) de la 
ONU, señala respecto de la educación: 
 
“La educación es un derecho humano intrínseco y un medio indispensable de 
realizar otros derechos humanos. Como derecho del ámbito de la autonomía 
de la persona, la educación es el principal medio que permite a adultos y 
menores, marginados económica y socialmente, salir de la pobreza y 
participar plenamente en sus comunidades. La educación desempeña un 
papel decisivo en la emancipación de la mujer, la protección de los niños 
contra la explotación laboral, el trabajo peligroso y la explotación sexual, la 
promoción de los derechos humanos y la democracia, la protección del medio 
ambiente y el control del crecimiento demográfico. Está cada vez más 
aceptada la idea de que la educación es una de las mejores inversiones 
financieras que los Estados pueden hacer, pero su importancia no es 
únicamente práctica pues disponer de una mente instruida, inteligente y activa, 
con libertad y amplitud de pensamiento, es uno de los placeres y recompensas 
de la existencia humana”. 
 
En consecuencia, se trata de un derecho con un componente civil y político, 
ya que apunta al disfrute de las libertades fundamentales. Tiene un 
componente económico, en la medida en que contribuye a la elevación de la 
calidad de vida. Abarca una dimensión social, en la medida en que su objeto 
incluye elementos indispensables para la vida en sociedad. Y finalmente, 
comprende un incuestionable contenido cultural, en cuanto vehículo para el 
desarrollo del reconocimiento de la identidad colectiva. 
 
La Agenda 21, sobre el tema señala: 
“La Educación... deberá ser reconocida como un proceso por medio del cual 
los seres humanos y las sociedades pueden alcanzar su entero potencial. La 
educación... promueve el derecho sustentable y mejora la capacidad de las 
personas para manejar temas como medio ambiente y desarrollo... Los 
gobiernos deberían tomar pasos activos para eliminar el analfabetismo... y 
expandir la participación de la mujer en todos los ámbitos... tanto en 
instituciones educacionales, como para promover la meta universal del acceso 
a una educación primaria y secundaria...”. 
 
Por su parte, la Plataforma de Acción de Beijing reconoce que: 
““[l]a educación es un derecho humano y constituye un instrumento 
indispensable para lograr los objetivos de la igualdad, el desarrollo y la paz”. 
Asimismo, la Afirmación de Ammam sostiene: 
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“La educación da poder. Es la clave para establecer y fortalecer la democracia 
y el desarrollo, la cual es tanto sustentable como humana y basada en la paz 
hacia un respeto mutuo y justicia social. Además, en un mundo en donde la 
creatividad y el conocimiento juegan un rol importante, el derecho a la 
educación no es nada menos que el derecho a participar en el mundo 
moderno”. 
 
Sin duda, la educación es un derecho que permea todas las dimensiones de 
la vida de la persona como individuo y como parte de la sociedad. 
 
MARCO INTERNACIONAL DE PROTECCIÓN A LA EDUCACIÓN. 
Además de su reconocimiento general tanto en la DUDH (artículo 26) como 
en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (DADH, 
artículo XII), existe una serie de instrumentos internacionales y regionales, 
tanto de carácter general como específicos.  

A) Instrumentos internacionales de carácter general: 

i. Pacto internacional de derechos civiles y políticos, artículos. 18 y 20. 

ii. Pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales, 

artículos. 13 y 14. 

B) Instrumentos regionales de carácter general: 

i. Convención Americana sobre derechos humanos, artículo 267.  

ii. Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, artículo 13. 

C) Instrumentos internacionales de carácter temático o sectorial: 

i. Convención sobre los Derechos del Niño, artículos. 29 y 30.  

ii. Convención Relativa a la Lucha contra la Discriminación en la Esfera 

de la Enseñanza, (UNESCO) artículos. 2, 3, 4 y 5. 

iii. Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación Contra la Mujer, artículo 10.  

iv. Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de 

Todos los Trabajadores Migrantes y sus Familias, artículos 12, 30 y 

43. 

v. Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas 

de Discriminación Racial, artículos 5 y 7.  

vi. Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, artículo 22.  

vii. Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, No. 77. 
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Contenido del derecho a la educación3. 
Ligia Bolívar define este derecho como: 
“Hablar del contenido del derecho a la educación nos obliga, en primer 
término, a delimitar en qué no consiste este derecho. Esta aclaratoria parece 
necesaria para contrarrestar los argumentos de quienes, en pleno siglo XXI, 
pretenden aún relativizar la exigibilidad de los derechos económicos, sociales 
y culturales. Hemos visto cómo el derecho a la educación tiene dimensiones 
que lo insertan en el campo de los derechos civiles y políticos; quizás sobre 
ello hay menos discusión, ya que prácticamente nadie pone en duda que a 
una persona a quien se le niega el acceso a la escuela por razones raciales o 
étnicas, se le está violando el derecho a la educación. Existen, no obstante, 
dimensiones que acercan al derecho a la educación a rasgos propios de 
derechos económicos, sociales y culturales y que generan, por tanto, mayores 
resistencias; de allí la necesidad de esta reflexión. 
 
El marco referencial del contenido del derecho a la educación no parte de 
supuestos irrealizables. El respeto al derecho a la educación no garantiza 
ciudadanos inteligentes, ni estudiantes con calificaciones sobresalientes; 
tampoco asegura que todos tengan el mismo nivel educativo, ni un alto 
coeficiente intelectual. Incluso, la visión más restrictiva sobre el derecho a la 
educación resulta incompleta cuando lo equipara a una simple igualdad de 
oportunidades, ya que la igualdad no se corresponde con equidad. De allí que 
una visión más amplia de este derecho, si se pretende atender necesidades 
específicas de los sectores más vulnerables, nos remite a conceptos tales 
como la discriminación positiva, es decir, facilitar un trato diferencial, partiendo 
de la base de que vivimos en un mundo de desiguales. En cuanto política 
social, la discriminación positiva, como tendremos oportunidad de ver más 
adelante, favorece el ejercicio del derecho a la educación solo en cuanto se 
acerque más al concepto de equidad que al de igualdad; de lo contrario, se 
corre el riesgo de caer en una suerte de chantaje social, que constituye la 
principal fuente de críticas a este tipo de política. 
 
La Observación General No. 13 del CDESC, en cuanto interpretación 
autorizada del PIDESC, ha fijado el marco conceptual sobre el contenido del 
derecho a la educación en los siguientes términos: 
 

 
3 El derecho a la educación Ligia Bolívar O. Venezolana. Licenciada en Sociología por la Universidad Católica 
Andrés Bello, UCAB, con especialización en Derechos Humanos de la Universidad Central de Venezuela. Entre 
los cargos desempeñados se encuentran: coordinadora de Proyectos para América Latina del International 
League for Human Rights; secretaria de la Sección Venezolana de Amnistía Internacional, AI; coordinadora de 
Educación en Derechos Humanos del Centro al Servicio de la Acción Popular, CESAP; Oficial Regional del 
Secretariado Internacional de AI para América Latina, el Caribe, España y Portugal; Profesora de la Escuela de 
Ciencias Sociales de la UCAB, y coordinadora del Área de Formación y Defensa Jurídica Popular del Programa 
Venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos, PROVEA. Actualmente es profesora y dirige el Centro 
de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la UCAB. Es miembro de AI, de Penal Reform International 
y del Directorio del Center for Justice and International Law. Entre 2000-09 coordinó el proyecto de Diplomado 
en Derechos Humanos IIDH-AUSJAL. Recibió el Premio de Derechos Humanos “Monseñor Leonidas Proaño” 
de la Asociación Latinoamericana de Derechos Humanos (Quito, 1992) y un reconocimiento especial del Comité 
de Abogados por los Derechos Humanos (Nueva York, 1996 
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6. Si bien la aplicación precisa y pertinente de los requisitos dependerá de las 
condiciones que imperen en un determinado Estado Parte, la educación en 
todas sus formas y en todos los niveles debe tener las siguientes cuatro 
características interrelacionadas: 
 
a) Disponibilidad. Debe haber instituciones y programas de enseñanza en 
cantidad suficiente en el ámbito del Estado Parte. Las condiciones para que 
funcionen dependen de numerosos factores, entre otros, el contexto de 
desarrollo en el que actúan; por ejemplo, las instituciones y los programas 
probablemente necesiten edificios u otra protección contra los elementos, 
instalaciones sanitarias para ambos sexos, agua potable, docentes calificados 
con salarios competitivos, materiales de enseñanza, etc.; algunos necesitarán 
además bibliotecas, servicios de informática, tecnología de la información, 
etc.; 
 
b) Accesibilidad. Las instituciones y los programas de enseñanza han de ser 
accesibles a todos, sin discriminación, en el ámbito del Estado Parte. La 
accesibilidad consta de tres dimensiones que coinciden parcialmente: 

 i. No discriminación. La educación debe ser accesible a todos, 
especialmente a los grupos no vulnerables de hecho y de derecho, sin 
discriminación por ninguno de los motivos prohibidos (véanse los párrafos 
31 a 37 sobre la no discriminación); 

ii. Accesibilidad material. La educación ha de ser asequible 
materialmente, ya sea por su localización geográfica de acceso razonable 
(por ejemplo, una escuela vecinal) o por medio de la tecnología moderna 
(mediante el acceso a programas de educación a distancia); 

iii. Accesibilidad económica. La educación ha de estar al alcance de 
todos. Esta dimensión de la accesibilidad está condicionada por las 
diferencias de redacción del párrafo 2 del artículo 13 respecto de la 
enseñanza primaria, secundaria y superior: mientras que la enseñanza 
primaria ha de ser gratuita para todos, se pide a los Estados Parte que 
implanten gradualmente la enseñanza secundaria y superior gratuita. 

 
c) Aceptabilidad. La forma y el fondo de la educación, comprendidos los 
programas de estudio y los métodos pedagógicos, han de ser aceptables (por 
ejemplo, pertinentes, adecuados culturalmente y de buena calidad) para los 
estudiantes y, cuando proceda, los padres; este punto está supeditado a los 
objetivos de la educación mencionados en el párrafo 1 del artículo 13 y a las 
normas mínimas que el Estado apruebe en materia de enseñanza (véanse los 
párrafos 3 y 4 del artículo 13). 
 
d) Adaptabilidad. La educación ha de tener la flexibilidad necesaria para 
adaptarse a las necesidades de sociedades y comunidades en transformación 
y responder a las necesidades de los alumnos en contextos culturales y 
sociales variados. 
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7. Al considerar la correcta aplicación de estas “características 
interrelacionadas y fundamentales”, se habrán de tener en cuenta ante todo 
los superiores intereses de los alumnos”. Lo resaltado es nuestro. 
 
Obligaciones del Estado en materia de educación: 
Si bien el Pacto dispone su puesta en práctica gradual y reconoce las 
restricciones debidas a las limitaciones de los recursos disponibles, impone 
también a los Estados Parte diversas obligaciones con efecto inmediato. Los 
Estados Parte tienen obligaciones inmediatas respecto del derecho a la 
educación, como la “garantía” del “ejercicio de los derechos sin discriminación 
alguna” (párrafo 2 del artículo 2) y la obligación de “adoptar medidas” (párrafo 
1 del artículo 2) para lograr la plena aplicación del artículo 13.  
 
Estas medidas han de ser “deliberadas, concretas y orientadas lo más 
claramente posible” hacia el pleno ejercicio del derecho a la educación. 
 
El ejercicio del derecho a la educación a lo largo del tiempo, es decir, 
“gradualmente”, no debe interpretarse como una pérdida del sentido de las 
obligaciones de los Estados Parte. Realización gradual quiere decir que los 
Estados Parte tienen la obligación concreta y permanente “de proceder lo más 
expedita y eficazmente posible” para la plena aplicación del artículo 13. 
 
Obligaciones de los Estados de cumplir:  
Adoptar medidas positivas a favor de los grupos que sufran retraso escolar 
(por ejemplo, las minorías, los migrantes, los refugiados, las personas 
socialmente vulnerables, los detenidos).  
• Eliminar la discriminación pasiva. 
• Implantar progresivamente la enseñanza gratuita. 
• Promover un sistema de becas. 
 • Instituir la obligatoriedad y la gratuidad de la enseñanza primaria. 
• Formar a los docentes. 
• Poner a disposición servicios de transporte y materiales didácticos. 
• Luchar contra el analfabetismo. 
• Promover la educación de adultos.  
• Mantener los servicios educativos y la calidad de la enseñanza.  
• Fomentar el pluralismo en los programas educativos.  
• Promover la educación intercultural. 

• Prestar apoyo financiero y material a las instituciones de enseñanza 
privada sin discriminación. 
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EDUCACIÓN COMO DERECHO FUNDAMENTAL DE LA NIÑEZ. 
La Opinión Consultiva OC-17/2002 del 28 de agosto de 2002: 
La Opinión Consultiva oc-17/2002 del 28 de agosto de 2002, solicitada por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos4, en el voto Disidente de 
JUDGE JACKMAN, señala en forma textual:  
 
“El preámbulo de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del 
Niño de 1989 advierte en su preámbulo que "en todos los países del mundo 
hay niños que viven en condiciones excepcionalmente difíciles", necesitando 
por lo tanto "especial consideración". Los niños abandonados en las calles, los 
niños tragados por la delincuencia, el trabajo infantil, la prostitución infantil 
forzada, el tráfico de niños para venta de órganos, los niños involucrados en 
conflictos armados, los niños refugiados, desplazados y apátridas, son 
aspectos del cotidiano de la tragedia contemporánea de un mundo 
aparentemente sin futuro. 
 
[…] 
 
No veo cómo evitar ese pronóstico sombrío de que, un mundo que se descuida 
de sus niños, que destruye el encanto de su infancia dentro de ellos, que pone 
un fin prematuro a su inocencia, y que les somete a toda suerte de privaciones 
y humillaciones, efectivamente no tiene futuro. Un tribunal de derechos 
humanos no puede dejar de tomar conocimiento de esta tragedia, aún más 
cuando expresamente instado a pronunciarse sobre aspectos de los derechos 
humanos del niño y de su condición jurídica, en el ejercicio de su función 
consultiva, dotada de amplia base jurisdiccional. 
 
[…] 
 
Dada la importancia transcendental de la materia tratada en la presente 
Opinión Consultiva n. 17 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
sobre la Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, me veo en el deber 
de dejar constancia de mis reflexiones sobre la materia, centradas en seis 
aspectos medulares, que considero de la mayor relevancia y actualidad, y que 
conforman una temática que me ha consumido años de estudio y meditación, 
a saber: primero, la cristalización de la personalidad jurídica internacional del 
ser humano; segundo, la personalidad jurídica del ser humano como 
respuesta a una necesidad de la comunidad internacional; tercero, el 
advenimiento del niño como verdadero sujeto de derechos en el plano 
internacional; cuarto, el derecho subjetivo, los derechos humanos y la nueva 
dimensión de la personalidad jurídica internacional del ser humano; quinto, las 
implicaciones y proyecciones de la personalidad jurídica del niño en el plano 

 
4 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS OPINIÓN CONSULTIVA OC-17/2002 DE 28 DE 
AGOSTO DE 2002, SOLICITADA POR LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Consultable en: Microsoft Word - seriea_17_esp.doc 

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_17_esp.pdf
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internacional; y sexto, los derechos humanos del niño y las obligaciones de su 
protección erga omnes. Pasemos a un examen sucinto de cada uno de esos 
aspectos…”. 
 
Todo ello, en contraste con el contenido de la Opinión Consultiva, que es 
esencia señala: 
 
“…La Corte resume de la siguiente manera la parte conducente de las 
observaciones escritas del Instituto Interamericano del Niño, los Estados 
participantes en este procedimiento, la Comisión Interamericana y las 
Organizaciones no Gubernamentales 2: Instituto Interamericano del Niño: En 
su escrito de 7 de agosto de 2001 expresó: 
 
[A partir de la aprobación de la Convención sobre los Derechos del Niño de 
1989, los Estados del continente iniciaron un proceso de adecuación de su 
legislación a la luz de la doctrina de la protección integral, en la cual se 
considera al niño como sujeto pleno de derechos, dejando atrás la concepción 
de que es sujeto pasivo de medidas de protección. En ésta se contempla una 
jurisdicción altamente discriminante y excluyente, sin las garantías del debido 
proceso, en la que los jueces tienen amplias facultades discrecionales sobre 
cómo proceder en relación con la situación general de los niños. Se dio así la 
transición de un sistema “tutelar represivo” a uno de responsabilidad y 
garantista en relación con los niños, en el cual la jurisdicción especial se 
enmarca en el principio de legalidad, siguiendo las debidas garantías y se 
adoptan medidas “orientadas al reparo a la víctima y reeducación del menor 
de edad infractor a la ley, relegando a casos absolutamente necesarios el 
internamiento]. 
 
[…] 
 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que los 
derechos en ella contemplados son propios de todo ser humano y, por ello, el 
pleno goce y ejercicio de los mismos está garantizado también para los niños 
(artículos 3 y 1.2 de la Convención Americana). En este sentido, no se debe 
confundir la capacidad de goce de derechos, inherente a la persona humana 
y que constituye una regla de ius cogens, con la incapacidad, relativa o 
absoluta, que tienen los niños menores de 18 años de ejercer determinados 
derechos por sí mismos. 
 
[…] 
 
“Sobre la Convención sobre los Derechos de Niño: 
A nivel internacional se ha reconocido la existencia de un principio universal 

de protección especial a la niñez, en razón de encontrarse en una posición de 

“desventaja y mayor vulnerabilidad” frente a otros sectores de la población, y  
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por enfrentar necesidades específicas. En ese sentido se pronuncia la 

Declaración de los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General de 

la ONU en 1959. Sin embargo, fue hasta 1989, con la Convención sobre los 

Derechos del Niño, que se dio “una verdadera transformación cualitativa en la 

interpretación, comprensión y atención de las personas menores de edad, y 

por consiguiente en su condición social y jurídica”. Dicha Convención contiene 

una serie de principios y disposiciones relativos a la protección de los niños y 

constituye un paradigma de las nuevas orientaciones que deben regir la 

materia. En particular, contempla la necesidad de atender el interés superior 

del niño, la regla de que no sea separado de sus padres contra la voluntad de 

éstos y la posibilidad de que el niño sea escuchado en todo procedimiento 

judicial o administrativo que lo afecte; los niños infractores de la ley deben ser 

tratados “de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y la 

importancia de promover una función constructiva en la sociedad”. 

 

[…] 
 
Doctrina de la protección integral: 
Con la Convención sobre los Derechos del Niño se abandonó la antigua 
doctrina de la situación irregular, que consideraba a los niños incapaces de 
asumir responsabilidad por sus acciones. Por ello, se constituían en objetos 
pasivos de la intervención “proteccionista” o represiva del Estado. Además, 
esa doctrina creaba una distinción entre “niños”, que tenían cubiertas sus 
necesidades básicas, y “menores”, que eran miembros de la población infantil 
con sus necesidades básicas insatisfechas, y se encontraban, por lo tanto, en 
una “situación irregular”. Para este segundo grupo, el sistema tendía a 
judicializar e institucionalizar cualquier problema vinculado con su condición 
de menores, y la figura del “juez tutelar” sobresalía como una forma de restituir 
las carencias del niño. 
 
Esta Convención, junto con otros instrumentos internacionales, acogió la 
doctrina de la protección integral, que reconoce al niño su condición de sujeto 
de derecho y le confiere un papel principal en la construcción de su propio 
destino. En materia penal, específicamente, significó el cambio de una 
jurisdicción tutelar a una punitivo-garantista, en la cual, entre otras medidas, 
se reconocen plenamente los derechos y garantías de los niños; se les 
considera responsables de sus actos delictivos; se limita la intervención de la 
justicia penal al mínimo indispensable; se amplía la gama de sanciones, 
basadas en principios educativos; y se reduce al máximo la aplicación de las 
penas privativas de la libertad. 
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Surgimiento del Derecho de la niñez y la adolescencia: 
La Convención sobre los Derechos del Niño, entre otros instrumentos 
internacionales, y la elaboración de la doctrina de la protección integral 
trajeron consigo el surgimiento del Derecho de los niños como una nueva rama 
jurídica, basada en tres pilares fundamentales: el interés superior del niño, 
entendido como la premisa bajo la cual se debe interpretar, integrar y aplicar 
la normativa de la niñez y la adolescencia, y que constituye, por ello, un límite 
a la discrecionalidad de las autoridades en la adopción de decisiones 
relacionadas con los niños; el menor de edad como sujeto de derecho, de 
manera que se reconocen a éste tanto los derechos humanos básicos como 
los que sean propios de su condición de niño; y el ejercicio de los derechos 
fundamentales y su vínculo a la autoridad parental: siendo que la autoridad 
parental tiene como único fin procurar al niño la protección y los cuidados 
indispensables para garantizar su desarrollo integral, constituye una 
responsabilidad y un derecho para los padres, pero también un derecho 
fundamental para los niños a ser protegidos y orientados hasta alcanzar su 
plena autonomía. Por ello, el ejercicio de autoridad debe disminuir conforme 
avanza la edad del niño. 
 
Como conclusión, Costa Rica manifestó que “las disposiciones de los artículos 
8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos resultan 
insuficientes por sí mismas para asegurar a las personas menores de edad el 
respeto de las garantías y derechos reconocidos por ese instrumento a todas 
las personas”, y por ello deben considerarse una serie de principios y 
garantías propias de la materia de la niñez, para conformar así un núcleo 
fundamental sobre los derechos de los niños, que contemple un principio de 
discriminación positiva con el propósito de procurar una equidad y compensar, 
“mediante el reconocimiento de mayores y más específicas garantías, estas 
situaciones de franca desigualdad que existen en la realidad”. Para esto, 
afirmó, es necesario que todos los Estados ratifiquen la Convención sobre los 
Derechos del Niño y armonicen su legislación con los principios en ella 
contemplados. 
 
Los niños no deben ser considerados “objetos de protección segregativa”, sino 
sujetos de pleno derecho que deben recibir protección integral, y gozar de 
todos los derechos que tienen las personas adultas, además de “un grupo de 
derechos específicos que se les otorga por la particularidad de que los niños 
se encuentran en desarrollo”. No sólo se deben proteger sus derechos, sino 
también es necesario adoptar medidas especiales de protección, conforme al 
artículo 19 de la Convención Americana y un conjunto de instrumentos 
internacionales en materia de niñez. 
 
[…] 
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Niños y adolescentes que no pueden acceder a la educación: 
Todos los niños tienen derecho a la educación, como un derecho fundamental 
universalmente reconocido. Sin embargo, existen millones de niños en edad 
para asistir a la escuela primaria que no tienen la posibilidad de hacerlo, 
encontrándose en una situación de negación del derecho a la educación, la 
cual está unida a violaciones de derechos civiles y políticos, tales como el 
trabajo ilegal, la detención en prisiones y la discriminación étnica, religiosa o 
de otras condiciones, y que se agrava cuando se trata de niños en 
circunstancias especialmente difíciles como niños de minorías étnicas, 
huérfanos, refugiados u homosexuales. 
 
Asimismo, la existencia de violencia para mantener la disciplina en las aulas y 
para sancionar a los niños con mal rendimiento académico son factores que, 
a parte de las consecuencias directas que puedan ocasionar, constituyen 
obstáculos al acceso a la educación que los Estados deben comprometerse a 
eliminar. 
 
El desarrollo del artículo 19 de la Convención Americana: 
El desarrollo del artículo 19 de la Convención Americana: Con base en el 
artículo 19 de la Convención Americana, el niño tiene derecho a recibir 
medidas de protección por parte de los Estados, las cuales deben ser 
brindadas sin discriminación. De manera que, para dar contenido a esta 
disposición, se debe tomar en cuenta lo establecido en otros instrumentos 
internacionales, de conformidad con el criterio interpretativo del artículo 29 de 
la Convención Americana que consagra “el principio de aplicabilidad de la 
norma más favorable al individuo”, así como las normas y principios de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, que se manifiesta especialmente en 
el principio del “interés superior del niño. 
 
Las medidas de protección especial que los niños deben recibir “superan el 
exclusivo control del Estado” y el artículo 19 de la Convención Americana 
exige a los Estados la existencia de “una política integral para la protección de 
los niños” y la adopción de todas las medidas necesarias para garantizar el 
disfrute pleno de sus derechos.} 
 
Garantías sustantivas: 
Los artículos 8 y 25 de la Convención Americana tienen el propósito de 
“garantizar la tutela efectiva de los derechos, rodeando a la misma de los 
resguardos procesales y sustantivos indispensables” para la realización de los 
derechos de los niños.” 
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La Corte Interamericana hace énfasis sobre la Convención, respecto de los 
derechos de la niñez, lo siguiente: 
 
“La Corte ha tenido oportunidad de referirse específicamente a la Convención 
sobre los Derechos del Niño, instrumento a que la Comisión se refiere en la 
presente consulta, a través del análisis de los artículos 8, 19 y 25 de la 
Convención Americana. En el caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán 
Morales y otros), en que se aplicó el artículo 19 de la Convención Americana, 
la Corte utilizó el artículo 1 de la Convención sobre los Derechos del Niño 
como instrumento para fijar el alcance del concepto de “niño”. 
 
[…] 
 
“Los niños integran un grupo que ha merecido el mayor interés de la 
comunidad internacional. El primer instrumento internacional relativo a 
aquéllos fue la Declaración de Ginebra de 1924, adoptada por la Unión 
Internacional para la Protección de la Infancia18. En ésta se reconoció que la 
humanidad debe dar al niño lo mejor de sí misma, como un deber que se halla 
por encima de toda consideración de raza, nacionalidad o creencia. 
 
En el siglo XX se produjeron al menos 80 instrumentos internacionales 
aplicables, en diversa medida, a los niños19. En el conjunto destacan la 
Declaración de los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas (1959), las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para 
la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing, 1985)20, las 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas No Privativas de 
la Libertad (Reglas de Tokio, 1990)21 y las Directrices de las Naciones Unidas 
para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad, 1990)22. 
En este mismo círculo de protección del niño figuran también el Convenio 138 
y la Recomendación 146 de la Organización Internacional del Trabajo y el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.” 
 
[…] 
 
“Por lo que toca al citado artículo 19 de la Convención Americana vale 
destacar que cuando éste fue elaborado existía la preocupación por asegurar 
al niño la debida protección, mediante mecanismos estatales orientados al 
efecto. Hoy día debe darse una interpretación dinámica de este precepto que 
responda a las nuevas circunstancias sobre las que debe proyectarse y 
atienda a las necesidades del niño como verdadero sujeto de derecho y no 
sólo como objeto de protección. 
 
La Convención sobre los Derechos del Niño ha sido ratificada por casi todos 
los Estados miembros de la Organización de Estados Americanos. El gran 
número de ratificaciones pone de manifiesto un amplio consenso internacional 
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(opinio iuris comunis) favorable a los principios e instituciones acogidos por 
dicho instrumento, que refleja el desarrollo actual de esta materia. Valga 
destacar, que los diversos Estados del continente han adoptado disposiciones 
en su legislación, tanto constitucional24 como ordinaria25, sobre la materia 
que nos ocupa; disposiciones a las cuales el Comité de Derechos del Niño se 
ha referido en reiteradas oportunidades.” 
 
Del mismo modo en la Opinión Consultiva en su apartado V se define el 
concepto de niño y otros aspectos torales a destacar de la forma siguiente: 
 
“V DEFINICIÓN DE NIÑO. 
38. El artículo 19 de la Convención Americana, que ordena adoptar medidas 
especiales de protección a favor de los niños, no define este concepto. El 
artículo 1 de la Convención sobre los Derechos del Niño indica que “niño [es] 
todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la 
ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad. 
 
39. En las Reglas de Beijing, en las Reglas de Tokio y en las Directrices de 
Riad se utilizan los términos “niño” y “menor” para designar a los sujetos 
destinatarios de sus disposiciones. De acuerdo con las Reglas de Beijing 
“menor es todo niño o joven que, con arreglo al sistema jurídico respectivo, 
puede ser castigado por cometer un delito en forma diferente a un adulto”44. 
En las Reglas de Tokio no se establece salvedad alguna al límite de dieciocho 
años de edad. 
 
En definitiva, tomando en cuenta la normativa internacional y el criterio 
sustentado por la Corte en otros casos, se entiende por “niño” a toda persona 
que no ha cumplido 18 años de edad.” 
 
[…] 
 
“51. En su Observación General 17 sobre el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, el Comité de Derechos Humanos señaló que el artículo 24.1 
de dicho instrumento reconoce el derecho de todo niño, sin discriminación 
alguna, a las medidas de protección que su condición de niño requiere, tanto 
por parte de su familia como de la sociedad y el Estado55. La aplicación de 
esta disposición entraña la adopción de medidas especiales para la protección 
de los niños, además de las que los Estados deben adoptar, en virtud del 
artículo 2, para garantizar a todas las personas el disfrute de los derechos 
previstos en el Pacto56. El Comité acotó que los derechos previstos en el 
artículo 24 no son los únicos aplicables a los niños: éstos “gozan, en cuanto 
individuos, de todos los derechos civiles enunciados.  
 
 



 

16 
 

52. Asimismo, el Comité indicó que [d]e acuerdo con el Pacto, debe otorgarse 
protección a los niños sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o 
nacimiento. El Comité observa a este respecto que, mientras que la no 
discriminación en el disfrute de los derechos previstos en el Pacto se deriva 
también, para los niños, del artículo 2 y su igualdad ante la ley, del artículo 26, 
la cláusula no discriminatoria del artículo 24 se refiere de manera concreta a 
las medidas de protección previstas en esta disposición…” 
 
La propia Opinión Consultiva en su apartado VII define lo que significa el 
Interés superior del niño conforme a lo siguiente: 
 
[…] 
 
“VII INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO. 
56. Este principio regulador de la normativa de los derechos del niño se funda 
en la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los 
niños, y en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno 
aprovechamiento de sus potencialidades, así como en la naturaleza y 
alcances de la Convención sobre los Derechos del Niño. 
 
57. A este respecto, el principio 2 de la Declaración de los Derechos del Niño 
(1959) establece: 
El niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y 
servicios, dispensado todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda 
desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable 
y normal, así como en condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes 
con este fin, la consideración fundamental a que se atenderá será el interés 
superior del niño. 
 
58. El principio anterior se reitera y desarrolla en el artículo 3 de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, que dispone: 
 
1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que 
se atenderá será el interés superior del niño…”. 
 
La Opinión Consultiva a que se ha hecho referencia en la presente propuesta 
legislativa establece como principio fundamental; La Familia como núcleo 
central de protección, como a continuación se detalla: 
 
“En igual sentido el principio 7 de la Declaración de los Derechos del Niño 
(1959) estableció lo siguiente: El interés superior del niño debe ser el principio 
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rector de quienes tienen la responsabilidad de su educación y orientación; 
dicha responsabilidad incumbe, en primer término, a sus padres.” 
 
“62. La adopción de medidas especiales para la protección del niño 
corresponde tanto al Estado como a la familia, la comunidad y la sociedad a 
la que aquél pertenece. Sobre este punto, el artículo 16 del Protocolo de San 
Salvador manifiesta que todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a 
las medidas de protección que su condición de menor requiere por parte de 
su familia, de la sociedad y del Estado. Todo niño tiene el derecho de crecer 
al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres; salvo circunstancias 
excepcionales, reconocidas judicialmente, el niño de corta edad no debe ser 
separado de su madre. Todo niño tiene derecho a la educación gratuita y 
obligatoria, al menos en su fase elemental, y a continuar su formación en 
niveles más elevados del sistema educativo.” Lo resaltado es nuestro. 
 
“83. En el mismo sentido, la Conferencia Internacional sobre la Población y el 
Desarrollo también resaltó que [t]oda persona tiene derecho a la educación, 
que deberá orientarse hacia el pleno desarrollo de los recursos humanos, de 
la dignidad humana y del potencial humano, prestando especial atención a 
las mujeres y las niñas. La educación debería concebirse de tal manera que 
fortaleciera el respeto por los derechos humanos y las libertades 
fundamentales, incluidos los relacionados con la población y el desarrollo”. 
 
La deserción en la educación básica y media superior en el estado de 
Guanajuato5: 
“Plantea el Estado estrategia para combatir la deserción estudiantil, pero 
omiten la causal económica; más allá de la pandemia, se multiplican factores 
que impulsan a niñas, niños y jóvenes a dejar la escuela. 
 
Con un programa millonario, denominado Pacto Social por la Educación, 
autoridades de Guanajuato se plantean el reto de regresar a las aulas a 80 mil 
alumnos que habrían abandonado la escuela entre 2020 y 2022, pero sin 
reconocer una de las causas más claras de la deserción escolar: la pobreza. 
 
De manera oficial, autoridades educativas reconocen que hay 74 mil 
estudiantes que dejaron la escuela hasta 2022, pero en el protocolo del Pacto 
por la Educación señalan que la deserción escolar podría haber alcanzado 
hasta 100 mil alumnos guanajuatenses. Guanajuato ocupa el tercer lugar 
nacional en abandono escolar, sólo por debajo de Chiapas y Michoacán. 
 
El trayecto para llegar a esta cifra no es atribuible sólo a la pandemia, 
aseguran expertos. Ya antes del confinamiento, en 2019, había al menos 65 
mil estudiantes fuera del sistema escolar. Esto significa que el COVID-19 sólo 

 
5 Consultable en: Educación se volvió un lujo: 100 mil alumnos fuera de las aulas en Guanajuato. Pob Lab. 

https://poplab.mx/v2/story/Educacion-se-volvio-un-lujo:-100-mil-alumnos-fuera-de-las-aulas-en-Guanajuato
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profundizó una problemática que por años han padecido las infancias y 
juventudes en Guanajuato. 
 
[…] 
 
En contraste, el Instituto Nacional de Geografía y Estadística (INEGI), en la 
Encuesta para la Medición del Impacto COVID-19 en la Educación (ECOVID-
ED) 2020, destacó que por falta de dinero o motivos asociados al virus no se 
inscribieron 5.2 millones de personas en México de 3 a 29 años, al ciclo 
escolar 2020-2021. 
 
[…] 
 
Querer y no poder: precariedad orilla a José Diego a dejar la escuela. 
Cuando la pandemia comenzó, José Diego se encontraba estudiando la 
preparatoria. Su proyecto de vida era continuar con una carrera universitaria 
y tenía los ojos puestos en el área de la comunicación, pero sus planes se 
vieron interrumpidos. 
 
Actualmente el joven tiene 20 años, terminó el nivel medio superior en una 
escuela privada en León, pero por motivos económicos ya no pudo seguir 
estudiando, aunque era su deseo continuar la escuela. 
“Yo fui de los graduados en línea, yo creo que fui de la primera generación 
graduada en línea y después de esto la economía se viene abajo, más en lo 
particular el negocio familiar en el sector peletero y a los transportes… y pues 
eso imposibilita que personas como yo puedan seguir sus estudios, porque ya 
la educación después de la pandemia se volvió un lujo, al menos en mi caso”. 
 
De acuerdo con datos de la Secretaría de Educación, los estudiantes que 
abandonaron la escuela en el tránsito del ciclo 2020-2021 y en lo que va del 
ciclo escolar 2021-2022 en nivel media superior fueron 37 mil 987. Este nivel 
es el que registra mayor abandono…” 
 
En abono a lo señalado en la presente iniciativa, existe un estudio realizado 
por reinserta.org6, respaldado por instituciones de prestigio en Estados 
Unidos, a través de la Agencia de los Estados Unidos Para el Desarrollo 
Internacional, sobre el reclutamiento de niños, niñas y adolescentes por la 
Delincuencia Organizada en México, que señala en forma textual:  
 
 

 
6 Este estudio fue posible gracias al apoyo del pueblo de los Estados Unidos, a través de la Agencia de los 
Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID). El contenido de este estudio es responsabilidad de 
Reinserta Un Mexicano A.C. y no necesariamente refleja el punto de vista de USAID o del gobierno de los Estados 
Unidos 
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“Reclutamiento de niñas, niños y adolescentes por parte de la 
delincuencia organizada7. 
En México, la delincuencia organizada puede manifestarse a través de la 
comisión de diversos delitos; sin embargo, el narcotráfico es el medio más 
rentable y violento (Redim, 2011). Los grupos criminales reclutan niñas, niños 
y adolescentes por su disponibilidad y maleabilidad, ya que acatan órdenes 
de manera adecuada, no exigen tanto como un adulto y transportan y usan 
con facilidad las armas y las municiones que se les brindan (Asamblea 
General de las Naciones Unidas, 1996; Cohn y Goodwin-Gill, 1997; 
Hernández, 2017). Otra de las ventajas es que el sistema de justicia 
especializado es mucho menos severo que el que se aplica a los mayores de 
18 años. Así, niñas, niños y adolescentes ejecutan más de 22 tipos de delitos 
como tráfico de drogas, secuestro, trata de personas, corrupción o piratería 
(Redim, 2011). 
 
Se cuenta con escasa información que muestre cuántas niñas, niños y 
adolescentes están involucrados en la delincuencia organizada, sin embargo, 
se cree que hay aproximadamente 30,000 participando como espías, 
combatientes, mensajeros, cocineros y explotados sexual (UNICEF, 2004; 
Redim, 2011; CIDH, 2015). Algunos han sido secuestrados por diferentes 
fuerzas, otros se incorporan de manera voluntaria, pues se les manipula con 
ganancias económicas, mientras que unos cuantos más han tenido la 
necesidad de unirse a causa de la pobreza, la exclusión y la discriminación en 
la que se encuentran (UNICEF, 2004; Mendoza, 2013). 
 
En ocasiones, la delincuencia organizada es la única opción que tienen para 
obtener alimento y vivienda, especialmente cuando estas necesidades se 
combinan con el abuso de drogas, el uso de armas, la violencia y la falta de 
educación (UNICEF, 2004; Redim, 2011). Por ello, es importante hacer énfasis 
en que estos niños, niñas y adolescentes no solo son agresores, sino que 
también son víctimas de la delincuencia organizada (Redim, 2011) y de las 
propias circunstancias que se conjugan desde mucho antes de pertenecer a 
ella, las cuales son atribuibles al Estado y a la sociedad misma. 
 
1. Primer acercamiento a la delincuencia. 
Como ya subrayamos, las niñas, los niños y las y los adolescentes que han 
sido víctimas de diferentes tipos de violencia y que, a su vez, esto los ha 
llevado a experimentar una serie de violaciones a sus derechos, se encuentran 
en una situación de vulnerabilidad ante los grupos de delincuencia organizada 
y se vuelven objetivos fáciles de captar (CIDH, 2015). Según la Consulta 
Infantil y Juvenil 2012 realizada por el Instituto Federal Electoral (2013) a más 
de 500,000 niñas, niños y adolescentes entre 10 y 15 años, se encontró que 
al menos el 10% de la población de 13 a 15 años había recibido una invitación 
para unirse a grupos delictivos organizados; la probabilidad de recibir esta 

 
7 Consultable en: ESTUDIO-RECLUTADOS-POR-LA-DELINCUENCIA-ORGANIZADA.pdf 

https://reinserta.org/wp-content/uploads/2023/10/ESTUDIO-RECLUTADOS-POR-LA-DELINCUENCIA-ORGANIZADA.pdf
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invitación aumenta con la edad, principalmente en el caso de los hombres. 
Generalmente, el primer contacto son las pandillas que se forman dentro de 
sus comunidades; una vez dentro, las niñas, niños y adolescentes pueden ir 
escalando poco a poco hasta llegar a la delincuencia organizada (Redim, 
2011). 
 
2. Vida dentro de la delincuencia organizada. 
De manera general, estas organizaciones se caracterizan por tener una 
jerarquía marcada, reglas estrictas que rigen a todo el grupo, niveles de 
mando y tareas divididas según el nivel de cada miembro; asimismo, es 
posible ir creciendo y avanzando en la carrera delictiva (CIDH, 2015). Con 
respecto al modo de cooptar niñas, niños y adolescentes, estos reciben 
coerción, engaños, amenazas, violencia, intimidación y manipulación por parte 
de los líderes e incluso llegan a ser abusados y explotados por los adultos con 
mayor rango en la organización (CIDH, 2015). El negarse a participar, así 
como la desobediencia e indisciplina por parte de niñas, niños y adolescentes 
que ya forman parte de estos grupos, se castiga severamente y en algunos 
casos llega a costarles la vida (CIDH, 2015). 
 
Las niñas y los niños son reclutados por los grupos criminales 
aproximadamente entre los 9 y 11 años, en algunos casos a edades más 
tempranas, para llevar mensajes, informar, robar, secuestrar y hasta matar 
(CIDH, 2015). En algunos grupos delictivos organizados, los niños más 
pequeños comienzan realizando tareas sencillas como informar y observar; a 
partir de los 12 años comienzan a cuidar casas de seguridad o a transportar 
droga; desde los 16 años, portan armas y son los encargados de realizar 
secuestros y asesinatos (CIDH, 2015). Las niñas se encargan de las tareas 
típicamente relacionadas con su género, como limpiar y cocinar y, en algunos 
otros casos, ellas son las que empaquetan la droga (CIDH, 2015). Sin 
embargo, existen grupos en donde la edad no es directamente proporcional a 
la dificultad de la tarea, sino que, dependiendo de las características y 
habilidades de cada niña, niño y adolescente, se le delegan ciertas actividades 
o delitos. Así, se encuentran niños de 12 años que ya son considerados 
sicarios y cuyo promedio de vida a partir de entonces es de 3 años, debido al 
ambiente de violencia al que se enfrentan (Redim, 2011; Turati, 2010) …” 
 
LA EDUCACIÓN BÁSICA Y MEDIA SUPERIOR EN INSTITUCIONES 
PÚBLICAS: 
Tanto el artículo 3º de la Carta Fundamental, como los artículos 3, 4, 5 y 6 de 
la Ley General de Educación, establecen en forma textual: 
 
“Artículo 3.- El Estado está obligado a prestar servicios educativos de calidad 
que garanticen el máximo logro de aprendizaje de los educandos, para que 
toda la población pueda cursar la educación preescolar, la primaria, la 
secundaria y la media superior. Estos servicios se prestarán en el marco del 
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federalismo y la concurrencia previstos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y conforme a la distribución de la función social 
educativa establecida en la presente Ley.” 
 
“Artículo 4.- Todos los habitantes del país deben cursar la educación 
preescolar, la primaria y la secundaria. Es obligación de los mexicanos hacer 
que sus hijas, hijos o pupilos menores de edad cursen la educación preescolar, 
la primaria y la secundaria.” 
 
“Artículo 5.- La educación que el Estado imparta será laica y, por lo tanto, se 
mantendrá por completo ajena a cualquier doctrina religiosa.” 
 
“Artículo 6.- La educación que el Estado imparta será gratuita. Las 
donaciones o cuotas voluntarias destinadas a dicha educación en ningún caso 
se entenderán como contraprestaciones del servicio educativo. Las 
autoridades educativas en el ámbito de su competencia establecerán los 
mecanismos para la regulación, destino, aplicación, transparencia y vigilancia 
de las donaciones o cuotas voluntaria.” 
 
De dichos preceptos de la ley General es factible establecer que en origen el 
Estado esta obligado a prestar la educación básica y media superior en forma 
gratuita, para que toda la población en México pueda cursar estos niveles 
educativos en marco del Federalismo y de la concurrencia entre Federación y 
Estados de la República. Educación básica y media superior que deberán ser 
obligatorias, y la educación facilitada por el estado deberá tener como cualidad 
el ser laica, es decir, alejada de la religión. Y, finalmente que dicha educación 
otorgada por el estado debe ser gratuita, con la salvedad de las donaciones o 
aportaciones voluntarias. 
 
Con lo anterior se consolida en principio constitucional de que la educación es 
un derecho fundamental que debe ser otorgada a todo niño, niña y 
adolescente para proyectar su máxima protección en el interés superior de la 
salvaguarda de la niñez mexicana y guanajuatense. 
 
Es por ello, que esta fracción Parlamentaria del Partido Revolucionario 
Institucional pretendemos a través de la presente iniciativa que los alumnos 
inscritos en instituciones públicas donde se preste la educación básica y media 
superior, cuando una vez inscritos se actualice la falta de sostén económico 
para la educación, por parte de los padres, tutores o cualquier otro familiar, en 
estos casos se les otorgue la pensión mensual para que no abandonen sus 
estudios en educación básica y media superior.  
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INSTITUCIONES PRIVADAS DE EDUCACIÓN BÁSICA Y MEDIA 
SUPERIOR: 
En México, las instituciones privadas de educación tienen la obligación moral 
y social de promover la equidad en el acceso a la educación y brindar apoyo 
a estudiantes que carecen de padre, madre o tutor que sean su sustento 
educativo. Aunque no hay una obligación legal específica, la Ley General de 
Educación establece principios generales que promueven la inclusión y el 
acceso a la educación para todos, independientemente de su situación 
socioeconómica. 
 
El papel de las instituciones privadas en la educación: 

• Solidaridad y Responsabilidad Social: 
Las instituciones privadas tienen una responsabilidad social de 
contribuir al desarrollo de la sociedad, y esto incluye garantizar el 
acceso a la educación para todos, sin discriminación. 

• Becas y Apoyo Financiero: 
Pueden establecer programas de becas y otros apoyos financieros para 
estudiantes que necesiten ayuda económica para continuar sus estudios. 

 
La importancia de la inclusión: 

• El derecho a la educación: 
La educación es un derecho fundamental que debe garantizarse para 
todos, sin importar su situación personal o económica. 

• El desarrollo social: 
La educación es clave para el desarrollo individual y colectivo, y es 
importante que todos tengan acceso a ella. 

• La equidad: 
La educación debe ser equitativa, lo que significa que todos deben tener 
las mismas oportunidades de acceder a ella y de aprender.  

 
En resumen: 
Las instituciones privadas de educación tienen un papel fundamental en la 
promoción de la equidad en el acceso a la educación, y pueden contribuir 
significativamente al desarrollo social al brindar apoyo a estudiantes que 
carecen de padre, madre o tutor que sean su sustento educativo. Si bien no 
hay una obligación legal específica, la Ley General de Educación establece 
principios generales que promueven la inclusión y el acceso a la educación 
para todos, independientemente de su situación socioeconómica. 
 
En síntesis, las instituciones educativas privadas como tales, tiene un deber 
moral de otorgar becas o beneficios a alumnos inscritos en sus plateles 
educativos cuando se actualice el supuesto en que carezca de sustento 
educativo (padres, tutores, familiares), para que puedan continuar los alumnos 
su educación básica y media superior en dichos planteles privados, se les 
otorgue la exención de pago de matricula anula y colegiaturas mensuales, 
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hasta el nivel o grado en estos niveles señalados con que cuente el plantel 
educativo privado, con la finalidad de que, si bien es cierto, pareciera no tienen 
alguna obligación legal, consideramos que moral y de observancia a principios 
internacionales sobre el respeto y efectivo goce del derecho humanos a la 
educación de los niños, niñas y adolescentes pudiendo convertirse en actores 
sociales importantes para prevenir la deserción escolar y que los alumnos 
abandonen sus estudios y corran riesgos de poder ser captados por quienes 
se dediquen a actividades ilícitas, aun no siempre ocurre esto, pero en 
momento de tomar acciones preventivas con la participación de todos los 
actores sociales. 
 
Por lo antes señalado este Grupo Parlamentario del Partido revolucionario 
Institucional, considera que cuando menos por ahora debemos salvaguardar 
a los niños, niñas y adolescentes que queden sin sustento familiar para la 
educación básica y media superior, establecer la pensión educativa para 
continuar estudios en instituciones públicas y la exención del pago de 
inscripción y colegiatura en instituciones educativas privadas en dichos niveles 
educativos. 
 
PROPUESTA LEGISLATIVA: 
Por lo antes señalado y por ser la educación básica y media superior un derecho de 
la niñez que el estado debe garantizar conforme lo establecido por el artículo 3º de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es que el grupo 
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional considera necesario y urgente 
la expedición de la LEY DEL SEGURO EDUCATIVO DE INSTITUCIONES 
PÚBLICAS Y PRIVADAS PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, con la finalidad 
de que, como se ha explicado en la presente iniciativa,  los estudiantes de los niveles 
básicos y nivel medio superior de instituciones públicas que queden sin sustento 
familiar para costear los estudios, cualquiera que se la razón, el estado le otorgue una 
pensión mensual, en tanto se mantengan inscritos, para continuar sus estudios al 
carecer de sustento económico en los niveles educativos señalados, dado que como 
se ha señalado el estado tiene la obligación de proporcionar estos niveles educativos 
al hacerlos obligatorios conforme a la norma constitucional y la ley general de la 
materia. Para hacer efectivo el derecho humano a la niñes guanajuatense. 
 
En tanto, por lo que corresponde a la institucionales privadas, los estudiantes de 
instituciones educativas privadas inscritos en los mismos niveles, es decir, básico y 
media superior, al estar matriculados y quedar sin sustento económico para continuar 
el estudio y pagar colegiaturas o inscripciones, en tanto se mantengan inscritos, se 
procede a exentarlos del pago de dicha matrícula anual y del pago de mensualidades 
en tanto permanezcan, inscritos en dichas instituciones educativas. 
 

i) MONTO DE LA PENSIÓN MENSUAL QUE PODRÁN 
OTORGAR LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS: 
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La pensión que se otorgará a los alumnos en instituciones públicas de 
educación básica y media superior se considera mínima suficiente y la que no 
podrá ser menor al equivalente a 50 veces la Unidad de Medida de 
Actualización Vigente en la zona y no superior al equivalente a 70 veces la 
Unidad de Medida de Actualización vigente en la zona, lo que se estima una 
cantidad de apoyo mínimamente necesaria que el estado podrá otorgar por 
alumno en las condiciones en que se ha aludido. 
 
En virtud de que el valor actual de la Unidad de Medida y Actualización (UMA) 
en Guanajuato8, vigente para 2025, es de 113.14 pesos diarios. Esto significa 
que la UMA diaria es de $113.14, la UMA mensual es de $3,300.53 y la UMA 
anual es de $39,696.36.  
 
Por lo que, el mínimo establecido en el equivalente a 50 UMAS será la 
cantidad de $ 5, 657.00 (CINCO MIL SEISCIENTOS CINCUENTA Y SIETE 
PESOS, M/N). En tanto, el máximo establecido en e equivalente a 70 UMAS, 
será la cantidad de $ 7, 919.80 (SIETE MIL NOVECIENTOS DIECINUEVE 
PESOS 80/00 M.N.). 
 

ii) EXENCIONES DE LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS 
PRIVADAS QUE PODRÁN OTORGAR. 

 
En tanto en las instituciones privadas, la exención de matrícula anual y de 
mensualidades correspondientes, las que, tendrán las variantes conforme a 
los cobros que realizara cada una de las instituciones de educación privada, 
conforme a sus estándares de calidad educativa y su oferta educativa. 
 
De ser aprobada, la presente iniciativa, tendrá los siguientes impactos, de 
conformidad con el artículo 209 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado de Guanajuato: 

I. Impacto jurídico: Con la incorporación de la regulación normativa 
mediante la expedición de la LEY DEL SEGURO EDUCATIVO DE 
INSTITUCIONES PÚBLICAS Y PRIVADAS PARA EL ESTADO DE 
GUANAJUATO será el marco jurídico base para que el estado haga 
vigente el derecho fundamental a la educación básica y de nivel 
medio superior de la niñez guanajuatense, cuando carezcan de 
persona que se haga cargo del sustento educativo, cualquiera que 
se la razón.  

II. Impacto administrativo: No se aprecia impacto administrativo. Los 
Comités serán honoríficos. 

III. Impacto presupuestario: El impacto presupuestario deberá ser 
calculado por los órganos competentes del Congreso del Estado. 

IV. Impacto social:  Con la expedición de la LEY DEL SEGURO 
EDUCATIVO DE INSTITUCIONES PÚBLICAS Y PRIVADAS PARA 

 
8 Consultar en: Unidad de Medida y Actualización. INEGI. 9 de enero de 2025 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2025/uma/uma2025.pdf
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EL ESTADO DE GUANAJUATO, la sociedad guanajuatense contará 
con un marco legal que les otorgará a nuestra niñez y adolescencia 
el que al carecer de personas que se haga cargo de sus sustento 
educativo, reciban una pensión  al estar inscritos en instituciones 
educativas públicas, en los niveles básicos y medio superior, para 
evitar la deserción escolar y que nuestros niños sean captados por 
la delincuencia. 

 
Y, en tanto, a quienes estén inscritos en instituciones educativas 
privadas, al quedar sin sustento educativo en su familia, reciban el 
beneficio de la exención del pago de matrículas anuales y 
mensualidades que constituyen las colegiaturas, hasta que culminen 
sus estudios en los niveles con que cuente dicha institución. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de este H. Congreso 
del Estado de Guanajuato el siguiente: 

 
DECRETO. 

 
ÚNICO: Se expide la LEY DEL SEGURO EDUCATIVO DE INSTITUCIONES 
PÚBLICAS Y PRIVADAS PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, en los 
términos siguientes: 
 
LEY DEL SEGURO EDUCATIVO DE INSTITUCIONES PÚBLICAS Y PRIVADAS 

PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO 
         

Objeto de la ley. 
Artículo 1.- Esta ley es de orden público, de interés social y de observancia 
general en el estado de Guanajuato. Tiene por objeto establecer el derecho 
de los alumnos de educación básica y media superior inscritos en las escuelas 
públicas y privadas en el Estado de Guanajuato, así como educación media 
superior de la Universidad Autónoma de Guanajuato y en instituciones 
privadas, para regular el derecho a recibir beneficios económicos para 
continuar su educación, cuando por cualquier causa queden sin sustento 
educativo familiar o de tutor para costear estos estudios, cualquiera que se la 
razón. 
 

De los Beneficios en instituciones públicas. 
Artículo 2.- El beneficio económico a los estudiantes de educación básica y 
media superior inscritos en escuelas públicas y de Bachillerato de la 
Universidad Autónoma de Guanajuato, consistirá en que el estado les deberá 
otorgar una pensión mensual, la que no podrá ser menor al equivalente a 50 
veces la Unidad de Medida de Actualización Vigente en la zona y no superior 
al equivalente a 100 veces la Unidad de Medida de Actualización conforme a 
la zona. 
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Derecho a la Pensión en educación pública. 
Artículo 3.- Tendrá derecho a la pensión que otorga el estado, a que se refiere 
esta Ley, aquellos alumnos que cumplan con los siguientes requisitos: 
 

I. Estar inscritos los planteles públicos de educación básica y media 
superior del estado de Guanajuato, aun cuando se encuentren 
recibiendo una beca, pero hayan perdido al padre, madre o tutor 
responsable de su manutención; 
 

II. Estar inscritos en los planteles de educación media superior de la 
Universidad Autónoma de Guanajuato, aun cuando se encuentren 
recibiendo una beca por esta institución, pero hayan perdido al padre, 
madre o tutor responsable de su manutención. 

 
Derecho a beneficio por permanencia en instituciones públicas. 

Artículo 4.- En el caso de instituciones educativas públicas, los beneficios 
continuarán, en tanto, la persona alumna permanezca y acredite inscripción 
en cualquier de éstas. 
 

Imposibilidad de trasladar el beneficio. 
Artículo 5.- El beneficio otorgado a la persona alumna en instituciones 
educativas públicas no se podrá trasladar para estudios en instituciones de 
educación privada. 
 

Traslado del beneficio. 
Artículo 6.- En caso de que el alumno que goza de la pensión se traslade a 
inscribir a otra Institución de Educación Pública, en los supuestos que regula 
la presente ley, podrá solicitar se le dote de la pensión respectiva. 
 

De los beneficios en instituciones privadas. 
Artículo 7.- El beneficio económico a los estudiantes de primaria, secundaria 
o bachillerato inscritos en escuelas privadas consistirá en la exención del pago 
de las Colegiaturas, inscripciones y cualquier otro derivado de su educación, 
aun cuando no formen parte de algún fideicomiso con tal fin. 
 

Duración del beneficio en instituciones privadas. 
Artículo 8.- En los casos de instituciones educativas privadas, la exención se 
otorgará, en tanto la persona alumna, continue sus estudios hasta el último 
nivel con que cuente la institución educativa en la que se generó la causal que 
motivó el beneficio. 
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Derecho a exención de pago de mensualidad y matrícula en educación 
privada. 

Artículo 9.- Tendrá derecho a la exención de pago de matrícula y 
mensualidad, en instituciones privadas, aquellos alumnos que cumplan con 
los siguientes requisitos: 

 
I. Estar inscritos en los planteles privados de educación básica y media 

superior del estado de Guanajuato, aun cuando se encuentren 
recibiendo una beca o estén aportando cuotas a un fideicomiso con el 
mismo fin, pero hayan perdido al padre, madre o tutor responsable de 
su manutención; 

 
II. Estar inscritos en los planteles de educación media superior de 

instituciones de educación privada, aun cuando se encuentren 
recibiendo una beca por esta institución, pero hayan perdido al padre, 
madre o tutor responsable de su manutención. 

 
Permanencia de los beneficios. 

Artículo 10.- En los casos a que se refiere la presente ley, las calificaciones o 
el promedio de éstas no deberán ser causa para negar, reducir, restringir, 
suspender, cancelar o retirar los beneficios señalados. 
 

Duración del beneficio. 
Artículo 11.- Los beneficios a los que alude la presente ley le serán otorgados 
a la persona estudiante mientras se encuentre inscrito y cursando los grados 
y niveles de educación básica y media superior con que cuente la Institución 
Educativa Pública o Privada, así como en la Universidad de Guanajuato a que 
refiere la presente Ley. 
 

Inclusión en el Presupuesto de Egresos el derecho a pensión. 
Artículo 12.- La persona Titular del Poder Ejecutivo deberá incluir en el 
Proyecto de Presupuesto de Egresos del estado de Guanajuato, la asignación 
necesaria para hacer efectivo, el derecho a la pensión de los estudiantes cuyo 
padre, madre o tutor responsable encargado de su manutención haya 
fallecido. 
 
Asimismo, el Congreso del Estado deberá aprobar, en el Decreto de 
Presupuesto anual, el monto suficiente para hacer efectivo el derecho a la 
pensión que permita la permanencia escolar en los términos y grados 
establecidos en la presente ley. 
 

Facultad de la Secretaría de Educación. 
Artículo 13.- La Secretaría de Educación del Estado de Guanajuato, será la 
responsable de operar el proceso de formación, distribución y entrega de la 
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pensión mensual a los estudiantes de primaria y secundaria inscritos en las 
escuelas públicas del Estado de Guanajuato. 
 
También será la responsable de supervisar que las Instituciones Educativas 
Privadas cumplan con dichos beneficios, ejerciendo las labores de vigilancia 
a que se refiere los artículos 255 y 256 de la Ley de Educación para el Estado 
de Guanajuato. 
 

Padrón de beneficiarios. 
Artículo 14.- La Secretaría de Educación del estado de Guanajuato, deberá 
elaborar y actualizar anualmente el padrón de beneficiarios de la prerrogativa 
instituida en el presente ordenamiento. 
 
El padrón en cita deberá ser entregado por la persona Titular del Poder 
Ejecutivo al Congreso del Estado, a fin de que el mismo pueda ser auditado 
por la Contraloría Mayor de Hacienda de dicho órgano legislativo. 
 

Transparencia de la información. 
Artículo 15.- El padrón de beneficiaros será público en todo momento, por lo 
que toda persona interesada podrá tener acceso al mismo. A fin de cumplir 
con tal objetivo, la persona Titular del Ejecutivo, a través de la Secretaría de 
Educación del estado, hará que se publique en su página de Internet. 
 

Facultad de la Universidad Autónoma de Guanajuato. 
Artículo 16.- La Universidad Autónoma de Guanajuato, será la responsable 
de operar el proceso de formación, distribución y entrega de la pensión 
mensual a los estudiantes de educación media superior que se encuentren 
inscritos en sus planteles en el estado de Guanajuato. 
 

Responsabilidad por incumplimiento de esta Ley. 
Artículo 17.- Los servidores públicos responsables de la ejecución de la 
presente ley, que no cumplan con la obligación de actuar con apego a los 
principios de igualdad, imparcialidad y equidad, incurrirán en falta grave y 
serán sancionados conforme a la Ley de Responsabilidades Administrativas 
para el Estado de Guanajuato y a los demás ordenamientos legales aplicables. 
 

Prohibición de hacer proselitismo con los beneficios. 
Artículo 18.- Ninguna persona o servidor público podrá en ningún caso, negar 
o condicionar el otorgamiento de la pensión establecida en esta Ley, ni podrá 
utilizarla para hacer proselitismo partidista. 
 

Terminación del beneficio. 
Artículo 19.- Sólo en caso de que el alumno, por causas ajenas al centro 
educativo público o privado, deje de asistir por más de dos meses, sin que 
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medie causa justificada o no inscriba en el siguiente ciclo o año escolar, se 
procederá a la suspensión del beneficio que goza. 
 
Una vez acreditado que existe una justificación que motivó su ausencia o 
inscripción, se procederá a regularizar el beneficio. 
 

Cancelación de los beneficios que otorga la presente ley. 
Artículo 20.- Se cancelará el derecho a los beneficios que consagra esta ley 
a la persona que proporcione información falsa para solicitar o mantener la 
pensión o hacer efectiva la exención del pago de colegiaturas a las que se 
refiere la presente ley. 

 
TRANSITORIOS 

 
ARTÍCULO PRIMERO. - Esta Ley entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO. - Se abrogar cualquier disposición normativa que se 
oponga a la presente Ley.  
 
ARTÍCULO TERCERO. -  El Congreso del Estado, deberá tomar las medidas 
necesarias para que en el presupuesto de egresos del Poder Ejecutivo y el 
relativo a la Universidad de Guanajuato, como organismo autónomo, se 
realicen las adecuaciones necesarias para el cumplimiento de lo establecido 
en la presente ley. 
 
ARTÍCULO CUARTO. – La Secretaría de Educación de Guanajuato y la 
Universidad Autónoma de Guanajuato, deberán establecer los Lineamientos 
que regulen dicha pensión en un plazo de 90 días naturales a partir de la 
entrada en vigor del presente Decreto. 
 
ARTÍCULO QUINTO. - La Secretaría de Educación del Estado de Guanajuato, 
emitirá los Lineamientos que deberán regir las exenciones de las instituciones 
educativas privadas a que se refiere la presente Ley, en un plazo de 90 días 
naturales a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 
 

Guanajuato, Gto., a 6 de mayo de 2025. 
Diputadas y Diputado integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 
 
DIP. ALEJANDRO ARIAS ÁVILA. 

DIP. RUTH NOEMÍ TISCAREÑO AGOITIA. 

DIP. ROCÍO CERVANTES BARBA. 
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Folio: 47357

Asunto: Se Presenta Iniciativa GPPRI

Descripción:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE PROPONE LA EXPEDICIÓN DE LA LEY DEL SEGURO EDUCATIVO DE INSTITUCIONES
PÚBLICAS Y PRIVADAS PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, CON EL PROPÓSITO DE QUE LOS ALUMNOS INSCRITOS EN INSTITUCIONES PÚBLICAS Y
PRIVADAS, EN EL CASO DE QUEDAR SIN SUSTENTO EDUCATIVO DE QUIENES SE HAGAN CARGO DE SU EDUCACIÓN BÁSICA YMEDIA SUPERIOR,
RECIBAN  PENSIÓN  Y  EXENCIÓN  DE  PAGO  DE  INSCRIPCIONES  Y  COLEGIATURAS,  RESPECTIVAMENTE,  PARA  HACER  VÁLIDO  EL  DERECHO
FUNDAMENTAL Y ASEGURAR LA EDUCACIÓN DE LA NIÑEZ.

Destinatarios:

UNIDAD DE CORRESPONDENCIA - Unidad de Correspondencia, Congreso del Estado de Guanajuato
SECRETARIA GENERAL - Buzón Secretaría General, Congreso del Estado de Guanajuato
SOFIA RUIZ BACA - Dirección General de Servicios y Apoyo Técnico Parlamentario, Congreso del estado de Guanajuato
RUTH NOEMI TISCAREÑO AGOITIA - Diputada de la LXVI Legislatura, H Congreso del Estado de Guanajuato
ROCIO CERVANTES BARBA - Diputada de la LXVI Legislatura, H. Congreso del Estado de Guanajuato

Archivo Firmado: File_1829_20250506195315963_0.pdf

Autoridad Certificadora: AUTORIDAD CERTIFICADORA DEL PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO DE GUANAJUATO

Evidencia Criptográfica
Hoja de Firmantes

FIRMA
Nombre Firmante: ALEJANDRO ARIAS AVILA Validez: Vigente

No. Serie: 50.4c.45.47.30.31.00.00.00.08.65 Revocación: No Revocado

Fecha (UTC/CDMX): 07/05/2025 03:31:19 p. m. - 07/05/2025 09:31:19 a. m. Estatus: Válida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena de Firma:

13-76-c7-c5-7e-49-aa-0f-9e-f6-a7-ec-59-f9-af-84-fc-63-85-08-d4-2e-60-e8-8c-6f-a5-27-79-84-fe-e8-4a-f5-b4-0a-41-93-cc-c7-9c-b7-1a-2c-
52-68-77-c3-10-e6-a3-95-f0-58-51-67-e7-41-2f-fa-99-73-97-a1-c6-8e-e9-75-ad-04-41-df-82-b1-a1-da-6f-e8-3f-5f-ea-5f-84-90-62-cb-5e-8c-22-c7-0a-
9f-c1-73-71-96-9e-0f-ae-30-f4-ed-66-5f-47-40-a9-4d-17-a6-0e-b9-09-db-8b-b5-5a-62-e9-22-b7-a1-20-a5-b9-b4-31-27-8f-e9-39-21-8e-bf-80-cd-cc-
6a-e8-f9-aa-4e-60-f6-4b-8b-33-d2-33-34-9c-a5-ec-73-e6-83-4e-cd-b8-69-7e-73-ee-ee-4a-8c-0c-98-64-d3-56-1b-56-37-2f-b5-a1-d6-30-87-b7-34-6d-
21-37-e9-d7-b6-93-bd-32-31-34-2b-cc-3d-d5-9e-a8-ec-b1-d5-05-f7-ad-12-b9-1c-3d-56-42-dc-49-d8-1f-12-b6-57-bb-a4-48-1b-77-28-60-a3-48-d3-
16-3f-98-55-52-22-bf-7c-5a-74-f4-e7-95-fe-b1-cf-2d-19-24-3f-a5-f5-dd-b3-56-2e-5e-49

OCSP
Fecha
(UTC/CDMX):

07/05/2025  03 :33 :54  p .  m.  -
07/05/2025 09:33:54 a. m.

Nombre
Respondedor:

Servicio  OCSP  de  la  AC  del  Poder
Legislativo del Estado de Guanajuato

Emisor
Respondedor:

AUTORIDAD  CERTIFICADORA  DEL
PODER  LEGISLATIVO DEL  ESTADO
DE GUANAJUATO

Número de Serie: 50.4c.45.47.30.31.30.35

TSP
Fecha
(UTC/CDMX):

07/05/2025  03 :32 :44  p .  m.  -
07/05/2025 09:32:44 a. m.

Nombre Emisor
de Respuesta TSP:

Advantage Security PSC Estampado
de Tiempo 1

Emisor Certificado
TSP:

Autor idad  Cer t i f i cadora  Ra iz
Segunda de Secretaria de Economia

Identificador de
Respuesta TSP: 638822071647753935

Datos
Estampillados: Ial3zOlap0xP8E50C87Oh3Bc5ec=

CONSTANCIA NOM 151
Índice: 406534635

Fecha
(UTC/CDMX):

07/05/2025  03 :33 :26  p .  m.  -
07/05/2025 09:33:26 a. m.

Nombre del
Emisor: Advantage Security PSC NOM151

Número de Serie: 2c

• Firma Electrónica Certificada •
Autoridad Certificadora del Poder Legislativo del Estado de Guanajuato

FIRMA
Nombre Firmante: RUTH NOEMI TISCAREÑO AGOITIA Validez: Vigente

No. Serie: 50.4c.45.47.30.31.00.00.00.08.5d Revocación: No Revocado

Fecha (UTC/CDMX): 07/05/2025 05:26:34 a. m. - 06/05/2025 11:26:34 p. m. Estatus: Válida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena de Firma:

52-2a-0b-7b-10-41-25-9a-e5-95-4a-f3-e4-bc-73-b2-0f-d2-9d-d9-0e-2b-5b-b1-20-88-86-7e-3f-ea-af-7a-3e-6f-7f-54-c1-47-af-72-45-aa-aa-76-c0-5c-
13-67-f7-2e-60-67-87-e6-e0-61-24-ca-4c-1b-4b-45-ae-91-af-2f-7b-21-53-ef-24-f9-d7-36-06-85-e0-ed-24-de-9a-76-31-8d-c2-b9-51-39-6d-e2-b9-d3-
ee-8d-02-08-c9-72-48-b1-0a-4e-68-ff-9e-3b-c7-06-f6-9f-9e-50-d5-09-34-a7-0f-ee-d8-35-45-c1-6c-8c-27-75-6a-ee-4d-0f-4e-f2-af-15-46-1d-ff-a8-d1-
f3-75-af-36-cd-53-a7-e7-d8-bc-53-06-41-82-25-30-ab-28-49-33-98-c6-b8-93-19-47-73-d3-56-3c-7e-0a-86-61-9f-67-fc-36-e4-64-f8-29-fe-ce-4a-82-
f3-4c-fc-fa-09-42-52-76-7f-4f-f5-08-a1-f2-a1-fe-5a-f7-82-1f-46-24-20-db-3a-0d-3e-da-de-c1-71-d5-75-6f-67-d4-cf-d4-92-83-d8-eb-f3-7a-3e-20-5d-
bc-c1-db-5a-3d-f5-13-ac-03-8c-27-d3-e1-2a-bc-a2-1d-2c-d0-6c-80-d9-67-7b



OCSP
Fecha
(UTC/CDMX):

07/05/2025  05 :29 :09  a .  m.  -
06/05/2025 11:29:09 p. m.

Nombre
Respondedor:

Servicio  OCSP  de  la  AC  del  Poder
Legislativo del Estado de Guanajuato

Emisor
Respondedor:

AUTORIDAD  CERTIFICADORA  DEL
PODER  LEGISLATIVO DEL  ESTADO
DE GUANAJUATO

Número de Serie: 50.4c.45.47.30.31.30.35

TSP
Fecha
(UTC/CDMX):

07/05/2025  05 :28 :00  a .  m.  -
06/05/2025 11:28:00 p. m.

Nombre Emisor
de Respuesta TSP:

Advantage Security PSC Estampado
de Tiempo 1

Emisor Certificado
TSP:

Autor idad  Cer t i f i cadora  Ra iz
Segunda de Secretaria de Economia

Identificador de
Respuesta TSP: 638821708803036967

Datos
Estampillados: m61WaTksVNId89k/fvJRN8agB54=

CONSTANCIA NOM 151
Índice: 406518531

Fecha
(UTC/CDMX):

07/05/2025  05 :28 :42  a .  m.  -
06/05/2025 11:28:42 p. m.

Nombre del
Emisor: Advantage Security PSC NOM151

Número de Serie: 2c

• Firma Electrónica Certificada •
Autoridad Certificadora del Poder Legislativo del Estado de Guanajuato

FIRMA
Nombre Firmante: JHOANNA ESCARLETT LEON LOPEZ Validez: Vigente

No. Serie: 50.4c.45.47.30.31.00.00.00.0a.75 Revocación: No Revocado

Fecha (UTC/CDMX): 07/05/2025 02:36:49 p. m. - 07/05/2025 08:36:49 a. m. Estatus: Válida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena de Firma:

bc-5f-06-d2-4e-70-8d-ad-f3-87-2a-42-85-1e-fa-4e-bc-dc-bb-36-ea-79-72-fb-db-a6-33-4d-98-1e-b6-35-ab-f9-65-4f-77-af-b4-bd-5a-18-cb-11-43-6d-
54-60-39-70-d1-cc-dc-92-d5-66-86-37-2e-1f-5a-f2-59-fd-db-3f-37-89-d3-11-cd-9f-95-61-d7-a4-ca-18-c4-3a-a2-9a-7c-9f-19-e2-05-3e-c8-70-2f-54-
2e-ac-23-bb-93-92-cf-0a-a6-11-50-aa-5a-79-30-70-cf-da-06-72-06-bc-d3-3b-2f-92-ed-e5-4d-5b-28-5b-3c-a8-6c-95-0a-55-a3-af-13-8e-59-d2-92-c2-
bb-7d-e2-ef-e0-d5-17-b4-da-c8-4e-45-59-fa-9b-8b-59-b0-44-6b-ba-90-fd-09-a5-5b-30-26-10-f7-be-33-5f-75-4d-1a-0f-18-f2-b6-ff-cb-a2-c1-bc-97-
3d-da-bd-9a-d4-9d-0b-70-2c-1b-78-c4-6c-0e-17-04-fe-69-5b-ce-f9-f7-02-5c-0e-77-7f-92-e8-27-d8-04-6d-d0-d5-52-93-74-39-ac-12-f1-47-e8-82-5b-
36-1f-7d-24-05-89-78-cf-df-40-0b-6e-a9-a4-b9-34-dc-9e-f4-bc-44-ed-cb-ac-a1-9b

OCSP
Fecha
(UTC/CDMX):

07/05/2025  02 :39 :23  p .  m.  -
07/05/2025 08:39:23 a. m.

Nombre
Respondedor:

Servicio  OCSP  de  la  AC  del  Poder
Legislativo del Estado de Guanajuato

Emisor
Respondedor:

AUTORIDAD  CERTIFICADORA  DEL
PODER  LEGISLATIVO DEL  ESTADO
DE GUANAJUATO

Número de Serie: 50.4c.45.47.30.31.30.35

TSP
Fecha
(UTC/CDMX):

07/05/2025  02 :38 :13  p .  m.  -
07/05/2025 08:38:13 a. m.

Nombre Emisor
de Respuesta TSP:

Advantage Security PSC Estampado
de Tiempo 1

Emisor Certificado
TSP:

Autor idad  Cer t i f i cadora  Ra iz
Segunda de Secretaria de Economia

Identificador de
Respuesta TSP: 638822038934143442

Datos
Estampillados: lSLF2cH2Dn9BY0CQpsywGMkY2do=

CONSTANCIA NOM 151
Índice: 406530738

Fecha
(UTC/CDMX):

07/05/2025  02 :38 :55  p .  m.  -
07/05/2025 08:38:55 a. m.

Nombre del
Emisor: Advantage Security PSC NOM151

Número de Serie: 2c

• Firma Electrónica Certificada •
Autoridad Certificadora del Poder Legislativo del Estado de Guanajuato

FIRMA
Nombre Firmante: RITA GONZALEZ GUTIERREZ Validez: Vigente

No. Serie: 50.4c.45.47.30.31.00.00.00.09.96 Revocación: No Revocado

Fecha (UTC/CDMX): 07/05/2025 01:48:16 p. m. - 07/05/2025 07:48:16 a. m. Estatus: Válida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena de Firma:

4b-25-d0-05-fa-52-68-6c-64-38-fb-01-ff-62-31-99-45-20-55-6c-4d-51-c1-d7-07-19-68-78-b6-22-bf-24-23-14-bd-d1-ca-9a-29-1c-3a-95-cb-03-70-8a-
8f-80-c2-3c-af-97-7c-32-c6-11-94-82-4d-83-d3-3c-57-ba-9c-10-1e-29-db-fc-7f-ac-14-5e-3a-b1-1d-a6-d2-1f-ef-cc-c7-73-2d-2e-ba-23-18-78-25-b2-
9c-3d-e7-79-c5-cb-86-e0-5f-71-32-29-2d-f7-79-75-51-69-38-20-eb-6f-02-eb-fb-a5-0f-63-c5-d4-f5-7a-8d-93-d3-c7-fe-7e-b0-63-48-88-16-1e-f7-f8-
11-2e-1b-57-43-68-c6-70-94-75-3f-fd-19-8f-c3-e6-7b-aa-b6-a0-74-f3-c1-a7-c8-e2-f7-72-37-7b-f5-b2-c8-57-49-d8-95-67-93-b8-38-77-7c-c0-b4-f0-
48-9a-ab-3f-e0-44-95-6e-ed-5c-ce-b2-05-1b-32-f1-0a-6b-77-16-f6-c6-a5-13-aa-9a-a9-6f-30-ca-c7-bf-b1-57-fd-a7-4c-f5-b6-a8-fb-46-a1-72-db-85-
85-5e-d1-bf-6e-fc-1d-08-9e-22-88-8b-56-07-1c-14-a6-2a-a3-eb-79-df-19-0d-41-a2

OCSP
Fecha
(UTC/CDMX):

07/05/2025  01 :50 :50  p .  m.  -
07/05/2025 07:50:50 a. m.

Nombre
Respondedor:

Servicio  OCSP  de  la  AC  del  Poder
Legislativo del Estado de Guanajuato

Emisor
Respondedor:

AUTORIDAD  CERTIFICADORA  DEL
PODER  LEGISLATIVO DEL  ESTADO
DE GUANAJUATO

Número de Serie: 50.4c.45.47.30.31.30.35

TSP
Fecha
(UTC/CDMX):

07/05/2025  01 :49 :40  p .  m.  -
07/05/2025 07:49:40 a. m.

Nombre Emisor
de Respuesta TSP:

Advantage Security PSC Estampado
de Tiempo 1

Emisor Certificado
TSP:

Autor idad  Cer t i f i cadora  Ra iz
Segunda de Secretaria de Economia

Identificador de
Respuesta TSP: 638822009809128518

Datos
Estampillados: 9kj1TidP49pzsGGkPbnS2Y1l8/c=

CONSTANCIA NOM 151
Índice: 406528868

Fecha
(UTC/CDMX):

07/05/2025  01 :50 :23  p .  m.  -
07/05/2025 07:50:23 a. m.

Nombre del
Emisor: Advantage Security PSC NOM151

Número de Serie: 2c
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